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Temas:
INTERESES MORATORIOS: no es procedente la condena por concepto de  intereses moratorios cuando “la pensión se reconoce en virtud de una interpretación constitucional favorable”. 

PENSIÓN DE INVALIDEZ: (…) a diferencia del numeral 1º de la norma en comento (Ley 860 de 2003) que exige 50 semanas cotizadas dentro de los últimos 3 años inmediatamente anteriores a la invalidez, en el numeral 2º de la misma norma tan solo se exige 25 semanas, siempre y cuando “el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez”
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

… resuelto con carácter definitivo el derecho pensional por la Corte Constitucional, esto es, sin contemplar la posibilidad de que la jurisdicción ordinaria estudiara el asunto y lo definiera según los parámetros jurisprudenciales vigentes, la orden allí dada es la que se debe cumplir, sin que esté previsto que los jueces ordinarios tengan funciones de complementación, hagan las veces de revisores, ni mucho menos se conviertan en ejecutores de aquella, pues el reestudio de la orden constitucional está fuera de su órbita de competencia. De allí que, si Colpensiones cumplió o no lo ordenado, es un tema que resulta ajeno al presente debate, pues el incidente de desacato es el mecanismo previsto en la legislación para lograr la efectividad de aquella orden.
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Acta No. ____

(Enero 29 de 2018)

Sistema oral - Audiencia de juzgamiento

Siendo las 7:30 a.m. de hoy, 29 de enero de 2018, la Sala de Decisión Laboral No. 1º del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública de juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por el señor HEBERTO SERNA MARTÍNEZ en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones. Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante… Por la demandada…

Alegatos de conclusión
De conformidad con el artículo 82 del C.P.T y de la s.s., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión. Por la parte demandante… Por la parte demandada…

SENTENCIA

Como quiera que los alegatos coinciden a cabalidad con los puntos fácticos y jurídicos objeto de discusión hasta este punto, procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia emitida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el pasado tres (3) de febrero de 2017, la cual fue desfavorable a  Colpensiones, además del recurso de apelación promovido por la parte actora contra la misma decisión, dentro del proceso ordinario laboral reseñado con anterioridad.
PROBLEMA JURÍDICO
El problema jurídico en este asunto se circunscribe a determinar la viabilidad de condenar al pago de intereses moratorios por el pago tardío de la pensión de invalidez a favor del demandante.   

I – ANTECEDENTES, SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA y APELACIÓN
A modo de introducción, en relación al petitum de la demanda, es del caso empezar por resaltar las siguientes circunstancias: 
1) El demandante pretende, básicamente, que COLPENSIONES le reconozca la pensión de invalidez, sobre la base de tener una calificación de pérdida de la capacidad laboral del 66,99%.

2) Con posterioridad a la presentación de la demanda ordinaria ante esta jurisdicción, la Corte Constitucional, a través de la sentencia T-080 del 23 de febrero 2016 (Fl. 121), proferida dentro del trámite de tutela promovido por el aquí demandante, decidió amparar los derechos fundamentales al accionante, y, en resumen, le ordenó a COLPENSIONES la expedición de una nueva resolución en la que se reconociera, con carácter definitivo, la pensión de invalidez al señor HEBERTO SERNA MARTÍNEZ, incluyéndosele en nómina inmediatamente y pagándole las mesadas dejadas de percibir que, en los términos de ley, no hayan prescrito para su cobro.
3) En cumplimiento a dicha sentencia, cuando ya se había trabado la litis, COLPENSIONES expidió la Resolución No. GNR-120995 del 26 de abril de 2016 (Fl. 82), por medio de la cual reconoció al actor la pensión de invalidez, en cuantía de un Salario Mínimo Legal Vigente, a partir del 31 de agosto de 2012, fecha de la última cotización registrada en el Sistema General de Pensiones, reconociéndole un retroactivo por valor de $26.372.486.  
Es importante subrayar estos hechos antes de pasar a las consideraciones, dado que la pretensión principal del proceso ordinario gira en torno al reconocimiento de dicha prestación, por lo que, en la práctica, a estas alturas podría hablarse de hecho extintivo o modificativo del derecho sustancial, en los términos del artículo 281 del C.G.P., lo que relevaría de una decisión de fondo a esta jurisdicción, teniendo en cuenta que la decisión de la Corte Constitucional, por su carácter definitivo, hace tránsito a cosa juzgada. Sin embargo, dado que la jueza de primera instancia acogió sin variaciones la decisión de la Corte, a la cual le sumó única y exclusivamente la condena por los intereses moratorios (Art. 141 de la Ley 100 de 1993), por un monto de $147.405, correspondiente al tiempo transcurrido entre el 23 de febrero de 2016 (fecha de la sentencia de tutela) y el 31 de mayo de 2016 (fecha de la inclusión en nómina del demandante) la controversia, fomentada por el apelante, se centra únicamente en este punto, pues a su juicio, la condena al pago de intereses moratorios ha debido hacerse desde una fecha anterior, esto es, al cabo de los dos (2) meses contados desde la radicación de la solicitud pensional elevada a COLPENSIONES desde el año 2012 (sin precisar la fecha exacta), según se comprueba en la Resolución No. GNR-006346 del 16 de noviembre de 2012.
Ahora bien, no sobra agregar que la Corte encontró plenamente acreditado que el demandante es una persona en situación de discapacidad, pues se encuentra calificado con porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del 66,99%, y que ha cotizado a lo largo de su vida 796,58,6 semanas, de las cuales 38,57 fueron cotizadas dentro de los tres (3) años anteriores a la fecha de estructuración de su invalidez y 646,3 se cotizaron al amparo del Decreto 758 de 1990, no obstante esto último, advirtió la Corte que no resultaba necesario acudir supletivamente al principio de la condición más beneficiosa en materia pensional para dar solución a la controversia, puesto que, como es bien conocido, su aplicación solo es procedente en la medida en que el asegurado no logre reunir los requisitos previstos en la norma vigente para acceder a la pensión de invalidez, lo cual no ocurre en este caso, como quiera que el señor SERNA MARTINEZ cumple a cabalidad con los requisitos previstos en el parágrafo 2 del artículo 1º de la Ley 860 de 2006, modificatorio del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, en la que al tenor se dispone: “Cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez (en este caso 1000 semanas, dada la condición de beneficiario del régimen de transición del demandante), solo se requerirá que haya cotizado 25 semanas en los últimos tres (3) años.
II - CONSIDERACIONES
Es del caso anotar que la jueza de primera instancia solo accedió al reconocimiento de los intereses moratorios por el tiempo transcurrido entre la expedición de la pluricitada sentencia de tutela y la fecha de inclusión en nómina del actor, al considerar que en asuntos en los que la decisión de reconocer la pensión tiene un fundamento eminentemente constitucional, no es viable condenar a la aseguradora al pago de intereses, pues ha de tomarse en cuenta que la negativa obedeció a una interpretación exegética o apegada al tenor literal de la Ley
. 

Sin embargo, como pudo verse, la Corte Constitucional se encargó, en este caso en particular, de explicar que la entidad accionada había desconocido la norma que estaba vigente a la fecha de estructuración de la invalidez del demandante, al negarse a reconocerle y pagarle la prestación aduciendo para el efecto el incumplimiento de los requisitos exigidos en la Ley 860 de 2003, sin haber analizado íntegramente su contenido, específicamente lo referido en el parágrafo 2º del artículo 1º de dicha Ley. Encontró la Corte, que a diferencia del numeral 1º de la norma en comento que exige 50 semanas cotizadas dentro de los últimos 3 años inmediatamente anteriores a la invalidez, en el numeral 2º tan solo se exige 25 semanas, siempre y cuando “el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez”

En estas condiciones, queda puesto de presente que el reconocimiento de la pensión al demandante, en este caso no obedece a una interpretación constitucional favorable sino a la aplicación estricta de la Ley, luego entonces no había ninguna justificación jurídica razonable para que la entidad demandada negara el derecho reclamado, de suerte que deberá pagar la pensión y los intereses moratorios reclamados en la demanda. 

Frente a este último punto, debe anotarse que en el expediente no obra prueba alguna de la cual pueda deducirse la fecha exacta en la que el demandante elevó la solicitud pensional a la entidad demandada, razón por la cual resulta difícil determinar la fecha a partir de la cual se empezaron a causar los intereses moratorios, pero es evidente que los mismos se generaron por lo menos desde el 2º semestre de 2011, como se infiere de la primera resolución que negó pensión de invalidez al actor, proferida el 22 de junio de 2011. En consecuencia, considera la Sala que para superar este escollo, los intereses moratorios correrán a partir del mes siguiente al disfrute de la gracia pensional reconocida en la Resolución No. GNR-120995 del 26 de abril de 2016 –Fl. 82-, esto es, desde el 1º de septiembre de 2012, toda vez que solo a partir de ese momento se generó a favor del actor el retroactivo pensional, calenda que no fue discutida en este proceso. Ello así, se acoge parcialmente los argumentos de la apelación. 
En mérito de  lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira, Administrando Justicia en Nombre de la República y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia de la referencia y en su defecto CONDENAR a COLPENSIONES al pago de los intereses moratorios contemplados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, calculados a partir del 1º de septiembre de 2012 y hasta el 31 de mayo de 2016, conforme a lo expuesto en la parte motiva del proveído. 
SEGUNDO.-  SIN COSTAS en esta instancia.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

La Magistrada,        

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ           FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Con salvamento de voto
SALVAMENTO DE VOTO
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MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, Veintinueve (29) de enero de dos mil dieciocho (2018)

Me aparto de la decisión mayoritaria por las siguientes razones:

La pensión de invalidez fue reconocida de manera definitiva en acatamiento de una orden constitucional proferida mediante sentencia de tutela.

Ahora, resuelto con carácter definitivo el derecho pensional por la Corte Constitucional, esto es, sin contemplar la posibilidad de que la jurisdicción ordinaria estudiara el asunto y lo definiera según los parámetros jurisprudenciales vigentes, la orden allí dada es la que se debe cumplir, sin que esté previsto que los jueces ordinarios tengan funciones de complementación, hagan las veces de revisores, ni mucho menos se conviertan en ejecutores de aquella, pues el reestudio de la orden constitucional está fuera de su órbita de competencia. De allí que, si Colpensiones cumplió o no lo ordenado, es un tema que resulta ajeno al presente debate, pues el incidente de desacato es el mecanismo previsto en la legislación para lograr la efectividad de aquella orden. 

No se concibe que, ante una congestión judicial como la que se está viviendo, un solo asunto ocupe simultáneamente a las jurisdicciones Constitucional y Ordinaria, generándoles incluso el riesgo permanente de producir decisiones opuestas. 

Por eso, considero que cuando los jueces constitucionales, vía tutela, se arrogan la facultad de resolver asuntos pensionales con carácter definitivo y no simplemente transitorio, la decisión que de ellos emane no es reformable ni complementable por la jurisdicción ordinaria. 

En este proceso, lo que se dispuso en la sentencia de tutela con carácter definitivo fue cumplido por Colpensiones, por lo tanto, no había lugar a proferir la condena que aquí se impuso para el pago de intereses moratorios.

Dejo así salvado mi voto, dejando sentado que con el criterio expuesto en este salvamento de voto recojo cualquier posición en contrario que sobre estos temas haya sostenido con anterioridad.
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
� Dicha postura se acompasa al que ha sido el criterio de esta Corporación, según el cual “no es procedente la condena por concepto de intereses moratorios cuando la pensión se reconoce en virtud de una interpretación constitucional favorable”  (ver, entre otras, la sentencia del 28 de octubre de 2016, Rad. 2014-00132, M.P. Ana Lucia Caicedo Calderón. 
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